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Radicado N°: 70001-33-33-001-2016-00100-00 

Demandante: RITA ISABEL IRIARTE LUNA 
Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA DE GESTION PENSIONAL UGPP 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 

AUTO 

 

La señora Rita Isabel Iriarte Luna, por conducto de apoderado, presenta demanda en 

ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, en contra de la 

Unidad Administrativa de Gestión Pensional, libelo en el cual solicita la nulidad del acto 

administrativo  No. RDP 056360 de 30 de diciembre de 2015 mediante el cual se negó la 

indemnización sustitutiva de pensión de vejez y en consecuencia se reconozca dicha 

indemnización. 

Estando dentro de la oportunidad para la valoración de los requisitos de admisión de la 

demanda, es de señalar que en el presente asunto, al tratarse del reconocimiento de la 

indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, no se requiere cumplir con el requisito de 

procedibilidad de intentar la conciliación extrajudicial. 

En cuanto a este derecho, la Corte Constitucional lo ha equiparado a un derecho pensional. 

Asì en sentencia T-138 de 2010, se reiterò: 

“Una vez determinado ese vínculo entre pensión y derecho al trabajo, la Corte reiteradamente ha 

concluido que la irrenunciabilidad de la pensión “significa que el aspirante a pensionado no puede 

renunciar  a que se le otorgue  su derecho, ni total ni parcialmente”[17]; que tal atributo se predica de 

“todos los elementos integrantes del derecho a la seguridad social”[18]; y que, por ende, el derecho a 

la pensión no es susceptible de transacción o de renuncia por la vía de la conciliación.[19] 

  

Y en el caso específico de la indemnización sustitutiva (en el régimen de prima media con prestación 

definida) o de devolución de aportes (en el regímen de ahorro individual con solidaridad), la Corte ha 

dicho que estas dos figuras gozan de las mismas protecciones constitucionales que se predican del 

derecho a la pensión, y que, por lo tanto, también son irrenunciables. Al respecto, se ha dicho que “La 

indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, invalidez o sobrevivientes se trata de una garantía 

establecida por el legislador que busca sustituir la prestación, cuando no se cumplen los requisitos 

para su reconocimiento, es claro mutatis mutandis que puede equipararse a un derecho 

pensional…”.[20] 

  

De este breve repaso jurisprudencial puede concluirse que el derecho a la pensión de vejez, y su 

manifestación alterna, esto es, el derecho a la indemnización sustitutiva (o, en el caso del régimen de 

ahorro individual con solidaridad, la devolución de aportes), al ser uno de los derechos laborales 

mínimos constitucionalmente protegidos, también es irrenunciable. Y que ese atributo 

de irrenunciabilidad está concebido precisamente como una protección al trabajador, activo o retirado, 

que, de no tener dicha garantía, podría ponerla en riesgo ante una presión económica coyuntural o una 

proveniente de su empleador. 

  

A esta pacífica y reiterada posición  jurisprudencial valdría la pena además agregar que tanto en el 

régimen de prima media con prestación definida como en el régimen de ahorro individual con 

solidaridad, esa irrenunciabilidad de la pensión de vejez, y más precisamente de las figuras alternas de 

la indemnización sustitutiva o la devolución de aportes, tiene otra finalidad relacionada con la 
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sostenibilidad financiera del sistema, que también es un propósito constitucional explícito (inciso 

séptimo del artículo 48 C.P.). De permitirse la renuncia a estos derechos en casos individuales, se 

empezaría a desmoronar gradualmente el delicado diseño técnico, financiero y actuarial del sistema, 

que presupone un tiempo suficiente de aportes, y unos requisitos de edad mínimos, de tal manera que, 

en promedio, sea dable pagar pensiones en forma que no se imponga una carga excesiva sobre el 

sistema que pondría en riesgo los derechos pensionales de la gran mayoría de quienes a él contribuyen. 

La renuncia voluntaria a la pensión de vejez implicaría, por ejemplo, la desaparición de la obligación 

de cotizar al sistema, con grave riesgo para el fondo común y solidario en que se basa el sistema de 

prima media, y también para la satisfacción de las garantías ofrecidas por el sistema de ahorro 

individual, el cual, por lo demás, también tiene un componente solidario que depende de la disciplina 

en los aportes. 

  

El principio de la irrenunciabilidad de los derechos pensionales, que después de la Constitución de 

1991 no admite excepciones, tiene entonces una doble connotación: por un lado, y principalmente, se 

funda en la concepción de la  seguridad social como un derecho, y por lo tanto dota a la pensión de un 

atributo con el cual se la protege de cualquier pacto privado o urgencia coyuntural. Por otro lado, la 

irrenunciabilidad de la pensión garantiza el cumplimiento de los deberes de los afiliados al sistema de 

seguridad social, y pone de presente el aspecto solidario y mancomunado de los subsistemas 

pensionales que lo integran. “ 

  

 Asì las cosas al reunir los requisitos formales señalados en el artículo 162 y 

siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo y haber sido presentada dentro del término legal, el Juzgado Primero 

Administrativo Oral del Circuito de Sincelejo, 

RESUELVE 

1°.- Admitir la presente demanda instaurada en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho por la señora Rita Isabel Iriarte Luna, por 

conducto de apoderado, en contra de la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y 

Parafiscalidad UGPP. 

2°.- Notificar personalmente la presente providencia al Representante Legal de la 

entidad demandada o quien haga sus veces, de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 171 del C.P.A.C.A. 

3°.- Notifíquese por estado el presente proveído al demandante. 

4°.- Notifíquese personalmente el presente proveído al representante del Ministerio 

Público ante este despacho; y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 

de acuerdo a lo señalado en el artículo 612 del C.G.P. 

5°.- Dese traslado de la demanda y de sus anexos por el término común de 

veinticinco (25) días al demandado, al Ministerio Público y a las partes interesadas, 

de conformidad con el artículo 612 del Código General del Proceso, término que 

comenzará a correr surtida la última notificación. 
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6º.- Vencido el termino anterior, córrase traslado de la presente demanda, al 

demandado, al Ministerio Público y a las partes interesadas, el término de treinta 

(30) días, término que empezará a contar de conformidad con lo previsto en el 

artículo 199 del C.P.A.C.A., dentro del cual deberán contestar la demanda, proponer 

excepciones, solicitar pruebas, llamar en garantía y en su caso, presentar demanda 

de reconvención. 

Adviértasele a la entidad pública demandada que dentro del término para dar 

respuesta a la demanda, deberá allegar la documentación que contenga los 

antecedentes de la actuación objeto del presente proceso, so pena de incurrir en 

falta disciplinaria gravísima.1 

7º.- Con fundamento en el decreto 2867/89 y el acuerdo 2552/04 del C.S.J., se fija 

la suma de setenta mil pesos ($70.000) que la parte demandante deberá consignar 

en la cuenta de ahorros No. 4-6303-002468-0 del Banco Agrario, dentro de los diez 

(10) días siguientes al de ejecutoria del presente auto.  Dicho dinero se destinará a 

atender los gastos ordinarios del proceso, tales como notificaciones, 

comunicaciones telegráficas, correo aéreo, publicaciones, etc.  Copia del recibo de 

consignación se allegará al expediente. 

8º.- Reconocer personería para actuar como apoderado de la demandante al 

abogado MAURICIO CUELLO FERNANDEZ, identificado con Cédula de 

Ciudadanía No. 1.102.816.888 y portador de la tarjeta profesional No. 200.095 del 

C.S. de la Judicatura, en los términos y para los fines del poder conferido2.   

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 

GUILLERMO OSORIO AFANADOR 
JUEZ  

 
 

                                                           
1 Parágrafo 1° del artículo 175 del C.P.A.C.A 
2 Folio 26 del expediente. 


